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Declaraciones políticas de algún
dirigente socialista, artículos pe-
riodísticos e interpretaciones apre-
suradas de aficionados han hecho
circular la tesis de que a partir del
1 de marzo la oposición parlamenta-
ria tendrá en sus manos la posibili-
dad de disolver las Cámaras y pro-
vocar elecciones anticipadas. Esta
tesis no sólo carece de fundamento
constitucional y legal, sino que
vulnera abiertamente los princi-
pios sustanciales sobre los que se
articula el régimen parlamentario
que consagra explícitamente la vi-
gente Constitución española en su
artículo primero.

La irresponsable tesis que trata
de rebatirse se apoya, de una parte,
en el artículo 68 de la Constitución,
que establece que «el Congreso se
compone de un mínimo de tres-
cientos y de un máximo de cuatro-
cientos diputados». Y de otro lado,
en el artículo 29 del Real Decre-
to-Ley 20/1977, de 18 de marzo, so-
bre normas electorales, que dispone
que «las vacantes que se produz-
can en el Congreso y en el Senado,
trancurridos los dos primeros años
de la legislatura, quedarán sin
proveeer».

No se trata ahora de entrar en el
polémico tema de la distinta efica-
cia normativa de los preceptos
constitucionales. Creo, sin embar-
go, que el artículo 68 de la Consti-
tución no es de aplicación directa e
inmediata a la vida política, sino
que contiene un mandato al legis-
lador ordinario para que elabore
ana ley electoral en el marco de los

principios y límites que el propio
texto constitucional señala. La
prueba práctica más palmaria es-
taría en que con la sola aplicación
del artículo 68 de la Constitución
no podría precederse a la elección
del Congreso de los Diputados. En
realidad, lo único que se desprende
de este precepto constitucional es
que ninguna ley electoral podrá
configurar un Congreso de los Di-
putados que tenga menos de tres-
cientos o más de cuatrocientos es-
caños a proveer.

La actual ley Electoral, anterior
a la entrada en vigor de la Consti-
tución, configura un Congreso
compuesto de 350 diputados y
prevé la posibilidad de su sustitu-
ción únicamente durante los dos
primeros años de cada legislatura.
Pero ello no supone que el funcio-
namiento de la Cámara exija la
presencia de trescientos diputados,
ni menos aún que la disminución
del número de parlamentarios por
dimisión, fallecimiento, expulsión
o cualquier otra causa, después de
constituida la Cámara en debida
forma, produzca la disolución au-
tomática del Congreso de los Di-
putados.

El vigente reglamento del Con-
greso de los Diputados, en su
artículo 46, apartado 2, dispone
que el Pleno del Congreso «se en-

tenderá válidamente constituido
cuando estén presentes la mitad
más uno de sus miembros».

Esta disposición significa que el
Congreso de los Diputados, si se ha
constituido en debida forma, de
acuerdo con las previsiones, consti-
tucionales, después de las eleccio-
nes generales puede seguir funcio-
nando hasta el término de su man-
dato porque, su órgano máximo, el
Pleno, puede constituirse válida-
mente siempre que continúen
siendo diputados y estén presentes
al iniciar cada sesión plenaria la
mitad más uno de sus miembros:
176 diputados. Pero esta razón, con
ser importante, no es la fundamen-
tal. La incorrección de la tesis que
se combate radica en el artículo 115
de la Constitución, que recoge el
principio capital del régimen par-
lamentario que instituye nuestro
texto constitucional explícitamen-
te. Establece el artículo 115 que
«el presidente del Gobierno, pre-
via deliberación del Consejo de
Ministro y bajo su exclusiva res-
ponsablidad, podrá proponer la
disolución del Congreso, del Sena-
do o de las Cortes Generales, que
será decretada por el Rey. El de-
creto de disolución fijará la fecha
de las elecciones».

Es este un supuesto tasado y ex-
cluyente de cualquier otro imagi-

nable. No hay otro mecanismo
posible de elecciones generales
anticipadas en la Constitución es-
pañola (*). Es lo propio de un
auténtico régimen parlamentario
que se apoya en el trípode de cen-
sura, confianza y disolución como
instrumentos de equilibrio político
entre el poder ejecutivo y el poder
legislativo. Cualquier interpreta-
ción que conduzca a conclusiones
diferentes vulnera, tanto el artículo
115 de nuestra norma fundamen-
tal, como los supuestos políticos del
régimen parlamentario sobre los
que la Constitución se articula al
regular estos dos poderes del Esta-
do y al definir la forma política de
éste como monarquía parlamenta-
ria (artículo uno de la Constitu-
ción).

Régimen parlamentario

Afirmar que el principal partido
de la oposición en número de es-
caños, haciendo dimitir a un cierto
número de diputados, puede pro-
vocar la disolución, y consecuente-
mente la convocatoria anticipada
de elecciones generales, supone
transgredir abiertamente el princi-
pio básico del régimen parlamen-
tario, que quedaría así convertido
en un régimen de asamblea o con-
vención en el que podría llegar a

operar, en vir tud de su lógica
interna, el mecanismo de la auto-
disolución. De ahí que una opera-
ción de esta índole impl ique ,
además de una vulneración de la
Constitución, una cierta acción de
boicoteo inadmisible al funciona-
miento del Congreso de los Dipu-
tados. En ningún caso puede la
oposición provocar constitucional-
mente la disolución de las Cáma-
ras. Para que ésta se produzca
constitucionamente es imprescin-
dible la promulgación del decreto
de disolución de Su Majestad el
Rey, que habrá de fijar además la
fecha de las elecciones. Y el decreto
de disolución solamente puede ser
propuesto al jefe del Estado por el
presidente del Gobierno. Si en pura,
aunque descabellada, hipótesis el
Congreso de los Diputados perdie-
ra por dimisión de éstos, a partir del
1 de marzo próximo, más de la mi-
tad de sus miembros, se podría ori-
ginar un impasse funcional, pero en
ningún caso elecciones anticipa-
das. Y quien voluntariamente pro-
vocase tal situación de parálisis
institucional incurriría en la
gravísima responsabilidad de vio-
lar la Constitución española por
intereses de partido.
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* Excluyo, a los efectos de este trabajo,
lo previsto en el artículo 99, apartado 5
de la Constitución, que se refiere al
supuesto de imposibilidad de elegir un
presidente de Gobierno.


